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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 25 de agosto de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Pettigiani, Soria, Kogan, Genoud, Hitters, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 101.324 (y su acumulada P. 101.272), "P.  C. , V.G. . Recurso de casación".

A N T E C E D E N T E S

La Sala III del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires ‑mediante el fallo dictado el 24 de abril de 2007‑ rechazó por improcedente el recurso homónimo interpuesto a favor de V. G. P. contra el pronunciamiento de la Sala III de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Lomas de Zamora que confirmó la denegatoria de excarcelación y de atenuación de la medida de coerción dispuesta respecto de la nombrada (fs. 40/48 vta.).

El señor defensor particular y la procesada por derecho propio dedujeron sendos recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley (fs. 62/94 y 106/146 ‑respectivamente‑), los que fueron concedidos por esta Corte (fs. 274/277). 

Oída la señora Procuradora General cuyo dictamen luce glosado a fs. 385/388, dictada la providencia de autos a fs. 390, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

1°. ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad interpuesto por el señor defensor particular de la procesada P. ?

2°. ¿Lo es el deducido por derecho propio por la imputada V.P. ?

     Caso negativo:

3°. ¿Es fundando el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por el señor defensor particular a fs. 62/94?

4°. ¿Lo es el deducido por la imputada P. a fs. 106/146?

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

1. a. El señor defensor denuncia en primer lugar la violación de los arts. 168, 171 de la Constitución provincial, 106 del Código Procesal Penal, alegando ausencia del "voto de un magistrado" y "falta de fundamentación legal de la resolución" (fs. 70). Apuntala sus reclamos con invocación de las prescripciones garantizadoras que emanan de lo ordenado por los arts. 5, 16, 17, 18, 19, 31, 75 inc. 22, de la Constitución nacional, 5, 28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1, 2, 3 y 9 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 2 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 7, 10, 14 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, 5 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 16 de la Convención contra la Tortura y otros tratos crueles (fs. 70/94). 

Aduce que el pronunciamiento atacado ha sido dictado sólo por dos jueces del tribunal, expresando que la "ausencia del voto de un magistrado" importa "un mecanismo que desnaturaliza per se la función colegiada del órgano revisor" en razón de que ‑explica‑ la eventual existencia de un voto en disidencia es "virtualmente operante a los fines de la revisión de la sentencia atacada" (fs. 70 vta.). Sostiene que ello derivó en la afectación de normas de jerarquía constitucional y de doctrina que invocó en sostén de su postura (v. fs. 70/72). 

b. Afirma por otro lado, con sustento de doctrina de la Corte federal así como de distintos fallos del Tribunal de Casación Penal de esta Provincia ‑que transcribió en su parte pertinente‑ (v. fs. 73 vta./80), que la sentencia impugnada "no constituye una derivación razonada del derecho aplicable" en tanto omitió realizar una "valoración de los datos personales y consecuencias derivadas de las condiciones perniciosas del encierro impuesto" (fs. 81 vta.), aludiendo el sentenciante "dogmática y subjetivamente a una presunción, que sin apoyatura probatoria alguna afirma que [la] procesada eludiría la actuación de la justicia de acordársele una medida alternativa de cumplimiento de prisión preventiva que no sea la prisión" (fs. 72 vta.).

c. Alega, además, con cita del precedente "G. " de la Suprema Corte de la Nación y de doctrina de Organismos Internacionales, la vulneración del principio de inocencia en tanto, a su criterio, el pronunciamiento atacado no "reconoce la garantía de un trato judicial humanitario y coherente con [las] circunstancias personales, familiares, culturales, profesionales, académicas, de salud, laborales, etc." (v. fs. 83/84) de su asistida, concurriendo de esta manera un "derecho penal de autor" contrario al "principio de humanidad".

d. Finalmente realiza distintos planteos tendientes a sostener la vulneración de las garantías constitucionales del debido proceso legal, defensa en juicio y principio de igualdad, exponiendo, además, otras consideraciones en torno a los efectos perjudiciales que provoca a su defendida la detención impuesta. Solicita en consecuencia se aplique una medida alternativa menos gravosa que la prisión.

2. De la lectura del decisorio en crisis es dable advertir que el Magistrado que votara en primer término (doctor Borinsky) ‑que recibiera la adhesión del Juez Violini‑ resolvió sobre la base de normativa internacional integrante del plexo de constitucionalidad vigente y doctrina de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (v. fs. 45 vta. últ. párr./46 y 47), en el cual destacó particularmente el tiempo de encierro cautelar que a la fecha llevaba sufriendo la procesada (v. fs. 47 vta.), ‑a la luz de lo preceptuado en el inc. 11 del art. 169 del Código Procesal Penal‑ la gravedad del delito atribuido a la imputada y la pena en expectativa (v. fs. 47 vta. cit.), rechazar el recurso interpuesto (arts. 7.5, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 20 inc. 1° de la Constitución provincial; 169 inc. 11, 405, 406 y 448 del Código Procesal Penal).

3. Coincido con lo dictaminado por la señora Procuradora General en tanto propicia el rechazo del recurso extraordinario de nulidad (v. fs. 385/386 vta.)

 4. En primer lugar, cabe aclarar que el recurso extraordinario de nulidad sólo es procedente si se alega omisión de tratamiento de alguna cuestión esencial, falta de fundamentación legal o incumplimiento de la formalidad del acuerdo y voto individual de los jueces (arts. 168 y 171 de la Constitución de la Provincia).

En el caso, si bien el impugnante denuncia genéricamente violación de los arts. 168 y 171 de la Constitución provincial, su reclamo no se funda en el contenido normativo de dichos preceptos. 

a. Con respecto a la alegada omisión formal de integrar el tribunal con tres jueces y la consecuente "falta del voto de un magistrado", debo señalar que el Tribunal de Casación expresamente consignó al abrir el acuerdo que se integraba con los doctores Víctor Horacio Violini y Ricardo Borinsky, en virtud de lo normado por los arts. 47 y 48 de la ley 5827, de modo que la problemática planteada, en todo caso, estaría configurada por el modo que se produjo la integración del órgano, mas no porque uno de los jueces hubiere omitido emitir su voto sobre las cuestiones a resolver, resultando en consecuencia ajena a la vía intentada.

Cabe recordar que esta Corte se ha pronunciado desde antiguo (P. 43.921, sent. del 10‑VII‑1992 y P. 71.225, sent. del 12‑III‑2003, entre muchas otras), en el sentido de que resulta válida la sentencia que ha sido dictada ‑sin disidencia‑ por dos jueces sin que se advierta que los integrantes del tribunal hayan omitido pronunciarse del modo establecido en el texto constitucional, pues en tal caso existió acuerdo, voto individual y concurrió mayoría de opiniones (doct. P. 35.198, sent. del 18‑VIII-1987, en "Acuerdos y Sentencias", 1987‑III‑352; P. 43.921, sent. del 10‑VII‑1992 en "D.J.B.A.", t. 143, pág. 163; P. 98.948, sent. del 17‑XII‑2008, entre otras). Además, la defensa no aporta razones ni un sustento legal específico que permitan calibrar la integración desde otro punto de vista.

b. En lo atinente al agravio que enuncia como ausencia de "fundamentación legal" aludiendo a que el tribunal decidió "dogmática y subjetivamente" sobre la base de una "presunción... sin apoyatura probatoria" que lo sustente que en caso de otorgársele la libertad la "procesada eludiría la actuación de la justicia" (fs. 72 vta.), resulta improcedente, pues tal como se describe en el apartado anterior las cuestiones que se dicen preteridas fueron abordadas por el Tribunal de Casación. En efecto, el órgano casatorio para denegar el requerimiento excarcelatorio hizo expresa mención, sobre la base de normas de derecho local (art. 169 inc. 11 del C.P.P.) de los presupuestos objetivos que concurren en el caso y que lo llevaron a desestimar la pretensión (v. fs. 45/47 cit.). 

 De modo que no se advierten en el caso las transgresiones alegadas en tanto existió tratamiento de la cuestión y ello se encuentra debidamente fundado en ley (arts. 168 y 171 cit.); siendo el acierto o la profundidad de lo resuelto materia ajena al recurso en examen. Lo propio acontece con la denunciada violación de las garantías constitucionales invocadas (conf. P. 67.101, sent. del 6‑XII‑2000; Ac. 81.208, I. del 6‑VI‑2001; P. 63.334, sent. del 18‑X‑2000; P. 69.214, sent. del 29‑IX-2004; P. 86.456, sent. del 16‑II‑2005; P. 92.036, sent. del 14‑V‑2008, P. 94.691, sent. del 5‑XI‑2008, entre muchas otras). 

En consecuencia, voto por la negativa.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

En razón del alcance con que fue concedido el recurso extraordinario de nulidad deducido por el defensor de confianza de la imputada (v. Ac. 101.324, punto I.2.b.; fs. 275, último párrafo y 275 vta., ab initio) sólo corresponde el tratamiento del agravio allí postulado.

Como reseña el ponente, el recurrente denuncia "la ausencia del [v]oto de un magistrado" (fs. 70), puesto que tratándose el Tribunal de Casación de un órgano colegiado, ante la renuncia del juez Ursi considera que el pronunciamiento en crisis no pudo ser dictado por sólo dos de los jueces del tribunal, debiendo haberse integrado con un tercero en cumplimiento de la manda del art. 168 de la Constitución provincial (fs. cit. y vta.).

Adhiero a los fundamentos expuesto en punto 4.a) del voto del señor Juez doctor Pettigiani, siendo ello suficiente para el rechazo de la vía impugnativa intentada.

Con el alcance dado, voto por la negativa.

La señora Jueza doctora Kogan por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la primera cuestión también por la negativa.

El señor Juez doctor Genoud por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votó la primera cuestión planteada también por la negativa.

El señor Juez doctor Hitters por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la primera cuestión también por la negativa.

 A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Dado que el reclamo aquí interpuesto es formulado en idénticos términos al que fuera resuelto en la primera de las cuestiones planteadas, a ella remito en la presente, en razón de brevedad.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

 Siendo que el reclamo formulado por la propia imputada ‑y con el alcance que fuera concedido; v. Ac. 101.272, punto II.2.c.; fs. 276 vta.‑ lo es en los mismos términos al que fuera resuelto en la cuestión anterior, me remito a ella en razón de brevedad.

 Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Kogan, Genoud e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la segunda cuestión también por la negativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

1. Denuncia el señor defensor en el capítulo "VI" dedicado a fundamentar el recurso de inaplicabilidad de ley que la sentencia atacada no "cumplimenta el requisito de constitucionalidad y legalidad" por resultar "violatoria de la presunción de inocencia, de la garantía de igualdad, del principio de legalidad y de no discriminación, entre otros" (fs. 92).

Señala asimismo, sobre la base de la cita de normas de orden internacional, que su asistida recibe "un trato equiparable al de un penado, dado que la prisión preventiva es cumplida a modo de pena y como anticipo de la misma, sin adecuación alguna a los parámetros constitu-cionales e internacionales vigentes en materia de prisión preventiva y en franca violación del derecho internacional de los derechos humanos" (fs. 92). 

En esa dirección, añade que "... la facultad revisora no ingresó al análisis y valoración de cuestiones sometidas a su tratamiento, sino que en abstracto y de modo dogmático postuló el rechazo de la pretensión excarcela-toria y morigeradora de la prisión preventiva en función de una presunción iuris et de iure, e in limine litis dada la ausencia de fundamentación que abone el mentado riesgo de eludir la justicia sospechado ‑sin base fáctica que lo sustente‑" (fs. 92 vta.).

En función de lo expuesto, alegó ausencia de fundamentación de la sentencia de modo que, agregó, se trasgredió la garantía constitucional del debido proceso legal (ibídem).

Solicitó ‑en síntesis‑ que se case el pronunciamiento atacado y se decrete el cese de la restricción de libertad que viene sufriendo su asistida (v. fs. 108 vta.).

2. La señora Procuradora General aconsejó ‑en su dictamen‑ hacer lugar a la impugnación presentada (v. fs. 386 vta./388).

3. No comparto la solución propuesta por dicha funcionaria. En mi opinión el recurso no puede prosperar.

a. La queja ceñida al supuesto de la falta de explicitación de los motivos que llevaron al tribunal a inferir que la imputada intentaría sustraerse de la acción de la justicia resulta infundada, desde que, el órgano casatorio hizo expresa mención de los presupuestos objetivos que concurren en el caso, y que lo llevaron a desestimar la pretensión (P. 104.684, sent. del 15‑VII-2009).

 En efecto, el impugnante ‑a través de afirmaciones dogmáticas‑ no rebate en concreto el íntegro contenido resolutorio de la decisión puesta en crisis (v. fs. 89) deviniendo, entonces, su embate ineficaz, incapaz per se para conmover el pronunciamiento atacado (conf. doct. art. 495 del C.P.P. cit.). 

b. Por lo demás, sus particulares apreciaciones no logran evidenciar que el tribunal hubiera incurrido en el quebranto de las garantías constitucionales aludidas (art. 495 cit.; P. 86.602, sent. del 8‑IV‑2006; P. 87.084, sent. del 12‑VII‑2006; entre muchas).

 Voto por la negativa.

 A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

 1. Como se reseña en el voto que inaugura este acuerdo, la Sala III del Tribunal de Casación Penal rechazó el recurso incoado a favor de la imputada V. G. P. contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Lomas de Zamora que confirmó la denegatoria de excarcelación peticionada en los términos del art. 169 inc. 11° del Código Procesal Penal y de atenuación de la medida de coerción dispuesta respecto de la nombrada (fs. 40/48 vta.).

Dijo, en los únicos dos párrafos que dedicó en particular al asunto al margen de las consideraciones generales expresadas que: "La imputada se encuentra detenida desde el 14 de agosto de 2002 (...) y ha sido condenada, por sentencia no firme, a prisión perpetua, por lo que estaría abonando, a la fecha [24/4/2007], en prisión preventiva, algo más de cuatro años y ocho meses". Y añadió: "La pena mencionada y el tiempo intramuros son razones suficientes para suponer que de accederse a la soltura peticionada, o a la morigeración de la cautelar existente, la imputada se sustraerá al accionar de la justicia" (fs. 47 vta.).

2. En el punto VI del escrito bajo estudio, dedicado a fundamentar el recurso de inaplicabilidad de ley, el defensor particular de la imputada señala que la sentencia impugnada resulta "violatoria de la presunción de inocencia, de la garantía de igualdad, del principio de legalidad y de no discriminación, entre otros" (fs. 92).

También refiere, con cita de normas de orden internacional, que su asistida recibe "un trato equiparable al de un penado, dado que la prisión preventiva es cumplida como pena y como anticipo de la misma, sin adecuación alguna a los parámetros constitucionales e internacionales vigentes en materia de prisión preventiva y en franca violación del derecho internacional de los derechos humanos (fs. cit.).

Denuncia que el órgano revisor no valoró todas las cuestiones sometidas a su tratamiento (tales sus condiciones personales, familiares, laborales, profesiona-les, sociales, etc.; v. en esp. fs. 23 y ss. del recurso de casación), sino que "en abstracto y de modo dogmático postuló el rechazo de la pretensión excarcelatoria y morigeradora de la prisión preventiva" con sustento en la sospecha de que eludirá la acción de justicia, sin base fáctica que la justifique, aspecto éste que ‑a su entender‑ está vinculado "a la doctrina de la arbitrariedad de la sentencia" (fs. 92 vta.).

Señala que el tribunal del recurso no realizó una "evaluación exhaustiva de las condiciones personales de [la] procesada, lo que impide reconocerle andamiaje fáctico y jurídico a la subjetiva premisa sobre la que se postuló el rechazo de las pretensiones introducidas" (fs. cit.).

3. La señora Procuradora General concuerda con la tacha de arbitrariedad del fallo en crisis traída por el recurrente (v. fs. 385/388 vta. del dictamen y fs. 92 vta. de la presentación bajo estudio), y propicia el acogimiento del planteo.

4. Coincido, en parte, con sus consideraciones.

Es cierto, como se expresa en el dictamen antedicho, el desfase que se advierte entre la extensión dedicada por el juez Borinsky a la reseña del marco normativo aplicable con pormenorizado detalle de los arts. 7 y 8.1 de la C.A.D.H. y de la jurisprudencia de la Corte Interamericana en la materia (fs. 386 vta./387) y la escueta referencia a los aspectos concretos de la causa, los cuales debió relacionar a fin de desestimar los planteos de la defensa (fs. 387 vta.), lo cual ‑afirma la señora Procuradora General‑ habría derivado en una fundamentación sólo aparente de la sentencia que la descalifica como acto jurisdiccional válido, con cita del precedente "E. " de la C.S.J.N., Fallos 320:2105 (fs. cit. y 388).

Mas, aun cuando el solo dato de la pena de prisión perpetua establecida por sentencia no firme no puede erigirse en adecuada y suficiente respuesta del reclamo vinculado al excesivo plazo de la prisión preventiva, el a quo relacionó la gravedad de la pena impuesta con el tiempo que la imputada lleva detenida, descartando que se hubiera traspasado el límite estric-tamente necesario de su detención cautelar, sin reparar eficazmente el recurrente en lo así decidido.

Además, es dable señalar que con respecto a esta parcela del reclamo la defensa tampoco se ha ocupado de evidenciar ‑más allá de las alegaciones generales que efectuó en la instancias previas, aquí abandonadas‑ que la causa hubiera carecido de complejidades que pudieran justificar el tiempo insumido, o en qué fueron negligentes las autoridades judiciales en su tramitación, ni en qué habría consistido la mora procesal, ni qué actos se atrasaron o pospusieron más allá de lo necesario (cfr. dictamen del Procurador General de la Nación en la causa P. 784.XLII. "Recurso de Hecho.P. , D. E. s/causa N° 6485", sent. de 27-XI-2007, a los que remitieran los jueces Zaffaroni y Lorenzetti).

Ahora bien, en modo alguno puede considerarse que ha existido respuesta motivada al reclamo impulsado respecto de la posibilidad de morigerar la prisión preventiva, ante la permanencia de sus presupuestos y confirmada la razonabilidad de su duración.

Como se señala en el dictamen de la Procuración General, el pronunciamiento objetado "carece de una adecuada fundamentación (art. 106 y ccs. del CPPBA)", al desentenderse de las objeciones que la recurrente planteara relacionadas con la posibilidad de que la acusada eludiera la acción de la justicia si se la sometiera a un régimen de prisión domiciliaria u otro que admita alguna modalidad de vigilancia del excarcelado (fs. 387 y vta.).

En consecuencia, propicio hacer lugar al remedio intentado, y casar el resolutorio en cuanto deviene arbitrario por carencia decisiva de fundamentación y por prescindir del análisis de las constancias de la causa y los planteos de la parte respecto del rechazo a la medida morigeradora de la prisión preventiva, correspondiendo su reenvío a la instancia de origen a efectos de que se dicte uno nuevo ajustado a derecho.

Con el alcance dado, voto por la afirmativa.

Los señores jueces doctores Kogan, Genoud e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la tercera cuestión también por la afirmativa.

  A la cuarta cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

 Los planteos de la recurrente en el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley exteriorizan agravios del mismo tenor argumental y conceptual a los manifestados por el señor defensor y tratados en la cuestión anterior.

De modo que por razones prácticas y de economía procesal doy por reproducidas a su respecto las contestaciones que efectuara en aquella oportunidad.

Así lo voto.

A la cuarta cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

Dado que los reclamos formulados por la propia imputada son similares a los tratados en la cuestión anterior, y en razón de lo allí decidido, me remito a tales consideraciones.

 Por ello, voto por la afirmativa.

Los señores jueces doctores Kogan, Genoud e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la cuarta cuestión también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oída la señora Procuradora General, se resuelve: 

1. Rechazar los recursos extraordinarios de nulidad interpuestos, con costas (art. 493 del C.P.P.).

2. Hacer lugar ‑por mayoría‑ a los recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley deducidos por la defensa y la procesada P. C. por derecho propio, debiendo reenviarse a la instancia de origen a efectos de que se dicte un nuevo pronunciamiento ajustado a derecho (art. 496, C.P.P.).

3. Difiérase para su oportunidad la regulación de honorarios profesionales por los trabajos desarrollados ante esta instancia (art. 31, segundo párrafo, dec. ley 8904/1977). 
Regístrese y notifíquese. 


HILDA KOGAN


EDUARDO JULIO PETTIGIANI
DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS
LUIS ESTEBAN GENOUD



R. DANIEL MARTINEZ ASTORINO



Secretario
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